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Resumen 

 

La apropiación jurídico-política de la naturaleza además de la justicia y el conflicto socioambiental 

son dos temas fronterizos en economía política en pleno debate internacional. Mas allá de los textos 

clásicos de historia ambiental cuyo trasfondo es político, las autoras precisan la definición y 

fronteras de las « desigualdades socioambientales ». Exponen la necesidad de analizarlas a escalas 

múltiples y consideran que solo tienen sentido desde el punto de vista humano y social, no 

reduciéndolas únicamente a la distribución de bienes y perjuicios ambientales (conflictos ecológicos 

distributivos). Se manifiesta la necesidad de colocar lo político en el centro de la reflexión, para 

poder integrarlo directamente con la planificación urbana. 

 

Este artículo presenta algunos temas relevantes expuestos en la literatura sobre las desigualdades 

socioambientales. Plantea que es necesario abordar el análisis de una manera contextualizada y 

diferencialmente determinada por los intereses y por su durabilidad ; implementando una tipología 

de desigualdades socioambientales se hace una propuesta de posibilidades de intervención, a 

condición de que exista un marco territorial e institucional definido. Concluye con algunos 

elementos de debate sobre las desigualdades en México, específicamente en la Zona Metropolitana 

de la Ciudad de México. 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Las desigualdades socioambientales son frecuentemente pensadas a través de la construcción del 

tema de la justicia medioambiental en Estados Unidos y de su extensión en otros países (Sudafrica, 

Gran Bretaña, etc. (Amelot et al., 2011 ; Venot, 2011). Sin embargo, otros autores proponen una 



 

 

visión menos occidentalizada de esas desigualdades y prefieren considerarlas como el resultado de 

conflictos medioambientales y de diferentes visiones al interpretar espacio y medio ambiente. Joan 

Martinez Alier en su libro « la Ecología de los pobres » (2014), muestra que la justicia 

medioambiental norteamericana solo corresponde a una parte del campo de las desigualdades 

socioambientales. Para el autor, la historia ecológica y el entendimiento de los conflictos sociales 

medioambientales obligan a revisar ciertas teorías que correlacionan aparentemente preocupaciones 

medioambientales centradas en el nivel de ingresos de la población. 

 

En efecto, las desigualdades socioambientales son interpretadas bajo un prisma de concepciones 

diferentes de la justicia (Schlosberg, 2007) (igualitarismo, liberalismo, utilitarismo) y diferentes 

representaciones sociales de lo justo. Una disparidad, entre diferentes tratamientos de un territorio o 

de un cierto tipo de población (ya sea un empresario privado o una autoridad pública) sólo se 

traduce y no es percibida como « desigualdad » que bajo ciertas condiciones. Es decir que, la 

justicia no es un dato abstracto y general, a pesar de numerosas tentativas hechas para teorizarla, 

sino se trata de una construcción social que se alimenta de valores, de percepciones individuales 

(Moser, Weiss, 2003) y de representaciones sociales 
1
 de lo justo, al aplicarla en un contexto y una 

época determinadas (Walser, 1983 ; Dobson, 1998 ; Kellerhals et al. 2007). « Las desigualdades 

tiene su origen no en el orden natural de las cosas sino dentro de una cierta organización 

institucionalmente e históricamente determinada, de relaciones sociales y ecológicas. » (Centemeri, 

Renou, 2017) 

 

Nuestra contribución tiene por objetivo precisar lo que puede definirse como « desigualdades 

socioambientales ». Busca demostrar que trabajar sobre las desigualdades socioambientales solo 

adquiere sentido si se analizan desde un punto de vista multiescalar
2
 y si la cuestión ambiental es 

considerada desde el punto de vista humano y social, y no solamente como el resultado de la 

distribución de bienes y males medioambientales. 

 

Este artículo comienza por analizar las controversias que el estudio de las desigualdades 

socioambientales genera. Enseguida, se expone que ellas son objeto de una conciencia diferenciada 

y contextualizada de los intereses medioambientales y de su durabilidad. Además se definirán 

algunas posibilidades de intervención en función del marco territorial e institucional, y de la 

complejidad que la « geografía de la responsabilidad » (Walker, 2008, p. 34) impone. Por último, se 

introducen algunos elementos de debate sobre las desigualdades y conflictos socioambientales en  

en México. 

 

 

 

 

I. La pluralidad de desigualdades socioambientales 

 
La reflexión en torno a las desigualdades medio ambientales supone considerar múltiples intereses y 

problemas sobre desequilibrios que se manifiestan como un fenómeno el acceso desigual, de 

heterogeneidad en la construcción y de los costos del degradación ambiental entre diferentes 

sectores y grupos de la población. El primero de ellos consiste en encontrar los términos apropiados 

                                                 
1 Las representaciones sociales son « un conjunto estructurado de actitudes, creencias, conocimientos y de 

prácticas, de un objeto social o de una situación social. Estas son determinadas al mismo tiempo por el indi-
viduo y por el sistema social en el que se implican por su posición. Constituyen también la interfase entre 
dos realidades, la realidad psiquíca individual (cognición y emociones) y la realidad colectiva exterior (nor-
mas sociales). » (Lassarre, 2006, p. 162). 
2 “Research therefore has to grapple with environmental justice as a multiscalar set of relationships of con-
tradictions and dependencies.” (Bickerstaff et al., 2001, 194) 



 

 

y definir los conceptos pertinentes para abordar dichos fenómenos, según la cultura, el idioma y 

bajo la disciplina en los que se construyen los argumentos. En nuestro caso, la elección del término 

socioambiental en las desigualdades obedece simplemente a fines de traducción y por sugerencia 

del corrector. Tampoco es nuestro propósito en este artículo hacer una lectura de economía política 

sino de socio-política urbana sobre las desigualdades medioambientales. No pretendemos contribuir 

en el debate sobre los términos socioambiental, socionatural o ecoambiental propuestos por algunos 

autores de la ecología política Urbana. 

 

1.1. Antecedentes históricos del problema 

  

La story-telling considera que la justicia medioambiental emerge en Estados Unidos a finales de los 

años 70’s, como resultado de la lucha de los afroamericanos para adquirir sus derechos cívicos y 

englobando el espectro de la cuestión medioambiental a nuevas poblaciones (Taylor, 2014 ; 

Blanchon et al, 2009). Las dimensiones de justicia medioambiental, particularmente trabajadas e 

institucionalizadas en el contexto estadounidense, se preocupan particularmente por una mayor 

exposición de ciertas poblaciones (especialmente las minoras étnicas, pero también por aquellos 

desfavorecidos socialmente) a los riesgos de contaminación y amenazas. El problema del acceso 

diferenciado a las amenidades
3
 medioambientales (parques, bosques, plazas, etc.) ha sido más 

estudiado en otros países como en Francia. Los trabajos actuales buscan objetivar las situaciones 

territoriales bajo esa perspectiva (Gueymard, 2009 ; Gaillard-Rocher et al., 2008), pero 

desafortunadamente no han sido integradas a las agendas políticas, ni en las políticas de acción 

pública (Charles et al., 2007). 

De cualquier manera, sea en el contexto norteamericano, francés u otro, la cuestión de objetivación  

(Blanchon, 2009) emerge, con sus variantes según diferentes contextos socio-políticos locales y 

bajo intereses de actores específicos. 

Las interrogantes que nos interpelan son: ¿Cual es la escala de observación adecuada para poner en 

evidencia los diferentes impactos de acceso a amenidades o la toma de decisión según la población? 

¿Se debería proceder a los análisis multiescalares a fin de comprender mejor los procesos que 

permitirían que una parte de la población se beneficie de un medio de calidad ambiental mínima? 

Por otro lado, ¿Como identificar a la población específicamente afectada, a las comunidades 

(minoritarias, poblaciones pobres) que acumulan diferentes vulnerabilidad en un mismo espacio y 

que se verían afectadas de manera desproporcionada de las externalidades, cuyos productores 

efectivos no asumirán, ni internalizarán y menos las compensarán (Gobert, 2010) ? 

 

Frecuentemente, se crítica a los estudios que corroboran el fenómeno de la injusticia 

medioambiental de apoyarse sobre metodologías ambiguas (en la elección de escalas de estudio o 

de paneles por ejemplo) y de no recurrir a los análisis longitudinales para explorar la evolución 

demográfica o su cercanía con una determinada infraestructuras durante un periodo largo (Been et 

al., 1997). De hecho, las investigaciones basadas en los sistemas de información geográfica, 

encargados de hacer visibles las consecuencias de la infraestructura sobre la estructura demográfica 

vecina, ignoran la evolución socio-histórica de la urbanización en el sitio (Callewaert, 2002). Sin 

embargo en el contexto estadounidense, el proceso de segregación generado por el reglamento de 

urbanismo y la elección de inversiones, deriva de una larga historia de « marginalización urbana » y 

de radicalización de comportamientos (banqueros, urbanistas, colectividades locales, elecciones 

residenciales de individuos…) (Massey et al, 1993).  Por ejemplo, en Francia, la atribución de 

                                                 
3 Las amenidades  son componentes considerados como positivos de un territorio o de un paisaje. La 

OCDE en 1999 las define como « los atributos naturales o modelados por el hombre ligados un espacio 
territorio y que los diferencia de los demás ». Se atribuye que tienen un impacto en la atracción en un territo-
rio. 



 

 

vivienda social (politiques de peuplement)
4
, los efectos de la cercanía, la agregación de preferencias 

y de evitamientos individuales ha conducido a procesos de concentración de poblaciones precarias y 

de origen inmigrante en los barrios caracterizados por su aislamiento, falta de servicios y a veces de 

su exposición a ciertos riesgos (Sala Pala et al., 2005).  

 

Al mismo tiempo, nuevas investigaciones surgen considerando análisis en periodos de tiempo más 

grandes (Boone et al., 2014). El objetivo de estos trabajos científicos es de mostrar las evoluciones 

socio-demográficas y las responsabilidades frecuentemente múltiples puestas en obra, y por lo tanto 

buscan un posible tratamiento contra tales situaciones. 

Surge también la cuestión de saber, cuales serian los limites para determinar un efecto 

desproporcionado. Parece necesario describir el impacto y su incidencia sobre la salud, sobre la 

pérdida de valor inmobiliario, etc. Los peligros de las infraestructuras de alto « impacto » o 

contaminantes no lo son por el simple hecho de su proximidad, sino por su emisión de agentes 

químicos que sobrepasando ciertos niveles de emisión, o combinados a otros factores, tiene efectos 

nocivos (Buzzeli, 2007). A menudo los estudios proponen una relación de causalidad entre la 

infraestructura y el efecto, sin que necesariamente se consideren los procesos por los cuales un 

agente (físico, químico o biológico) u otra amenaza genere patologías específicas. Por otra parte, las 

poblaciones afectadas por ese impacto presentan raramente, todas un perfil común y una reacción 

idéntica en función de su acceso al sistema de salud y de sus usos. 

Así mismo, para identificar la característica « desproporcionada » a una exposición o de un impacto 

sobre un determinado tipo de población, es necesario caracterizar previamente a esa población. 

Frecuentemente, mas allá de cierta homogeneidad étnica, pero considerando una gama de valores 

sociales que no se reducen a la categoría de ingresos (niveles de desempleo, tasa de actividad, tipo 

de empleo, formación inicial, precio de vivienda) para saber si los impactos negativos afectan al 

mismo tiempo dichas poblaciones. Es cierto, particularmente en Francia, donde los fenómenos de 

segregación socio-espacial no son idénticos que para los estadounidenses. De manera que la 

segregación racial que ha imperado la manera de actuar de los estadounidenses jamás a prevalecido 

en Francia. 

 

1.2. Tipología de Desigualdades socioambientales 

 

Como resultado de trabajos con diferentes casos de estudio en Francia y en Estados unidos (Gobert, 

2015), hemos podido identificar progresivamente distintas formas de nombrar y de problematizar 

las disparidades socio-espaciales y medioambientales, generadas por la construcción de grandes 

proyectos de infraestructura metropolitana o proyectos de medidas medioambientales. De manera 

que toda tentativa de definición puede apoyarse útilmente de la propuesta del equipo anglosajón de 

Walker (2003) y de sus revisiones (Gobert et al., 2016a) posteriores. Gracias a lo cual hemos 

identificado una tipología de desigualdades socioambientales : 

  

 - La exposición diferenciada a un impacto ambiental (contaminación, riesgos, etc.) de 

  la población y por lo tanto de la distribución desigual de costos medioambientales. 

  La literatura es particularmente densa sobre este tema, ya que otorga una visión  

  privilegiada al análisis desde sus inicios (Bullard, 2000). 

 

 - El acceso diferenciado a recursos y/o amenidades medioambientales, es decir, a una 

  distribución de beneficios y amenidades medioambientales existentes en el territorio,

  accesibilidad a parques, a bosques pueden percibirse de manera diferente según los 

                                                 
4 Conjunto de intervenciones (sobre la oferta de vivienda, la manera de otorgarla o sobre el seguimiento 

social) desarrolladas por los actores (institucionales y operacionales) en vista de modificar la ocupación de 
vivienda social con el objetivo de reducir la concentración de  las  poblaciones mas precarias en barrios 
determinados y la mas general de la Diversidad Social (Mixité social) (Comité de suivi de l’ANRU, 2014) 



 

 

  individuos y las comunidades. La elección residencial y las desventajas que pesan en 

  el establecimiento de los hogares menos favorables lo ilustran. Lo mismo sucede  

  para el acceso a cierto medio ambiente natural como por ejemplo el bosque (Kalaora 

  1986). 

 

 - Las diferentes capacidades del público para influenciar las decisiones que afectan al 

  medio ambiente: implicación de la comunidad/ciudadano en los procesos de toma de 

  decisión, educación, pedagogía y de transparencia. 

 

 - Los efectos diferenciados y potencialmente recurso de desigualdades políticas  

  medio ambientales (Delvèdre, Candau, 2014) en función de poblaciones a quienes se 

  dirige y se imponen las desigualdades socioambientales. Una política en favor de la 

  preservación del medio ambiente puede en efecto tener un impacto negativo en la 

  lucha contra las desigualdades sociales (Gobert, 2015). 

 

 - La relación que los impactos generan para unos y otros, que se traducen por ejemplo 

  en un intercambio ecológicamente desigual entre los países pobres (proveedores de 

  recursos brutos y receptores de deshechos a proyectos contaminantes) y los países 

  ricos (donadores de orden y receptores de ingresos provenientes de la transformación 

  y de la comercialización de productos de los recursos) (Martinez-Allier, 2014), y 

  por lo tanto en la irresponsabilidad medioambiental de externalidades. 

 

 - La justicia desde el punto de vista medioambiental : como considerar los no- 

  humanos en los proyectos? Como concebir la interfase entre naturaleza, antropósfera 

  y sistemas técnicos sin desajustar de manera irreversible la biodiversidad y los  

  equilibrios naturales climáticos específicamente? En efecto,  el movimiento de  

  justicia medioambiental surge en oposición con los movimientos medioambientales 

  anteriores que privilegian la defensa medioambiental independientemente de su  

  relación con los humanos y que no incluyen ciertas poblaciones. Actualmente aún 

  existe el debate entre justicia social y justicia ecológica (Shoreman-Ouimet,  

  Kopnina, 2015). 

 

Las configuraciones antes mencionadas no son exhaustivas, frecuentemente una población expuesta 

más directamente a riesgos y peligros está, por lo general, excluida o mal implicada en los procesos 

de decisión que determinan la construcción de una infraestructura o la implementación de una 

medida reglamentaria (Schlosberg, 2007) y casi nunca se reconoce su estatus de parte legítima 

(Fraser, 2005 ; Young, 2000). El problema de las desigualdades socioambientales, tiene por este 

hecho, la necesidad de ser reconocidas por diversos derechos: el derecho a la ciudad (la célebre 

formulación de Lefebvre -1972- que ha conocido amplia difusión; el derecho a un medioambiente 

sano, derecho a participar en la toma de desiciones, entre muchos otros. 

 

El investigador se encuentra entonces confrontado a « especialidades idiosincrásicas » (Holifield, et 

al., 2011, p. 9), relacionando la información mediambiental, social y económica para analizar e 

identificar las situaciones que salen de la « normalidad », es decir, que no corresponden a una 

contribución equilibrada de males entre territorio y población
5
. La problemática de las 

desigualdades socioambientales por lo tanto, no se trata simplemente de una extensión del concepto 

de justicia social (Fraser, 2005), sino de una extensión de cuestiones medioambientales al nivel de 

los intereses de « nuevas » poblaciones. Esta incita a repensar los impactos desde el punto de vista 

                                                 
5 Citamos por ejemplo el método multi-nivel adoptado en la investigación de Deguen et al., 2010, que identi-

fica espacialmente los sectores según el nivel de exposición de las poblaciones (al ruido, contaminación del 
aire) desde del punto de vista socio-económico. 



 

 

de los afectados y no de manera simple sin considerar el territorio. Ella impone una nueva lectura 

medioambiental y renueva la manera de pensar el espacio y más aún, el territorio. Contribuye 

también a redefinir lo que se entiende por « bien común » (Mélé, 2009, p. 53) y de situarse en una 

lógica equilibrada analizando los procesos de privatización de ciertos espacios en beneficio de 

algunos grupos (industriales, personas que poseen un capital socio-cultural importante, etc.). 

 

Mas allá de una caracterización objetiva (tasas de emisión, probabilidad de riesgo, geo-localización 

de amenazas..) no se debe olvidar la opinión de la población frente a una externalidad negativa o 

positiva (Gueymard, 2009) antes de definir el carácter potencial en lo injusto de su distribución? 

 

1.3. Las Desigualdades socioambientales: Contextualizar y socializar  

 

Una vez expuesta la complejidad propia a la objetivación de las desigualdades socioambientales 

(delimitación de zonas pertinentes analizadas, selección de poblaciones, caracterización de efectos  

a estudiar, etc), en esta segunda parte, buscaremos argumentar que la población tiene la capacidad 

de influir en el medioambiente y también que la aprensión de la justicia debe ser contextualizada, 

así como es el producto percepciones y representaciones sociales. Del mismo modo que la 

construcción social y política de las desigualdades socioambientales no puede satisfacerse a través 

de un proceso cartesiano de objetivación estadística. Las desigualdades socioambientales permiten 

de aprehender el medioambiente desde un nuevo ángulo, como interacción entre el hombre en 

función de sus capitales (en el sentido de Bourdieu) y de su medio, lo que permite pensar la 

desigualdad no solo de manera externa y objetivada. La percepción de las amenazas, 

contaminación, riesgos, dependerá también de las características del territorio, de factores 

subjetivos (existencia o ausencia del sentimiento de orgullo y pertenencia a un territorio dado, si el 

lugar que se habita fue impuesto o por elección). 

 

La capacidad individual y colectiva de interferir en su medio: determinante fundamental de 

las desigualdades socioambientales 

 

Por definición una desigualdad territorial no es un concepto des-territorializado y de-socializado; no 

se trata de un simple hecho geográficamente situado, sino es la combinación de vulnerabilidad 

social y vulnerabilidad medioambiental. Hablar de desigualdades y más aún de injusticias infiere 

que las personas afectadas no pueden elegir, no tienen la posibilidad de desarrollar una estrategia 

para evitarla y/o no cuentan con potenciales medios de protesta ( o bien estos son escasos o 

ineficaces). 

Para analizar esta imbricación de vulnerabilidades recurrimos a la noción de Capital desarrollada 

por Bourdieu, que declinaremos enseguida en diferentes tipos de capitales (sociales
6
, culturales y 

económicos…) movilizables en contextos particulares para que su propia situación pueda avanzar. 

Sin embargo, estos capitales no son facultades igualitariamente distribuidas ; poseerlas demanda en 

gran parte de abstraerse o al menos de organizarse para protegerse de un impacto ambiental. Su 

posesión y uso dependen de la existencia o la falta de una desigualdad porque una distribución 

desigual de cualidades y defectos medioambientales no puede ser calificada anticipadamente de 

desigualdad. Por lo tanto,  afrontar una situación negativa desde el punto de vista medioambiental
7
 

                                                 
6 Conjunto de recursos reales o potenciales que están relacionados a la posesión de una red durable de 

más o menos relacione institucionalizados de conocimiento y de identificación mutuas. » (Bourdieu, 1983, 
249); « El volumen de capital social que posee un agente en particular depende de la extensión de las rela-
ciones que él pueda efectivamente movilizar y del volumen del capital económico cultural y simbólico, posee 
cada uno a los cuales se encuentra ligado. » (Bourdieu, 1980)  
7
 Exposición a la contaminación, incapacidad de manifestar su punto de vista sobre un proyecto que tiene 

impacto medioambiental, no tener acceso a las comodidades y ser particularmente afectado por la conse-
cuencias de una medida medioambiental. 



 

 

puede conducir al individuo a diferentes comportamientos según los capitales con los que se 

dispone : sea evitándolo (mudándose), protegiéndose (instalación de una protección antiácido por 

ejemplo) si cuenta con los medios, o tratando de que se reconozca su situación para que sea tratada 

por algún otro agente (el poder público, la autoridad administrativa, el responsable de la amenaza, 

la contaminación o riesgo), o bien no hace nada si no tiene ni los capitales, ni los medios para 

transformarlos en capacidad de acción
8
. Entonces, la capacidad de elegir el riesgo o la 

contaminación a la que se exponen, y a poder desarrollar estrategias de obstaculización, debe 

considerarse para identificar una situación y considerarla como desigualdad medioambiental. 

 

Una persona débilmente equipada de capital social, expuesta a una desigualdad medioambiental 

(cruce de la situación y de su vulnerabilidad) o de una comunidad que cuenta con pocos recursos 

propios, no se encuentra sin embargo totalmente desprotegida. Los capitales pueden incrementarse 

si se despliega un trabajo organizado y se estructura de manera que se genere una coalición de 

acción (Lemieux, 1998). La esencia misma del capital social, se funda en la posesión de una red que 

permita potencialmente acrecentar su poder y modificar una situación y/o el comportamiento de 

otro actor. Construir una red o estructura de apoyo permite desarrollar aptitudes que un solo 

individuo no posé o que una comunidad misma no hubiese hecho el trabajo de identificar y conectar 

los recursos que posee. Las aptitudes son de diversa índole, puede tratarse de reconocer la 

naturaleza de la contaminación o de un riesgo, su intensidad, su gravidez, los impactos sobre la 

salud, sobre los precios inmobiliarios, etc. que constituyen una ventaja para movilizarse y hacer 

respetar su derecho a un medioambiente sano en diversos aspectos (hacer recurso a la justicia, 

encuesta pública, proceso de evaluación medioambiental, etc.). La capacidad de poder defenderse 

contra aquellos que imponen premeditadamente o no los impactos desproporcionados a ciertas 

poblaciones (de capital económico y cultural débil) puede desarrollarse desde un nivel colectivo, si 

las personas no cuentan con los recursos para hacerlo, especialmente a través de la formación de la 

figura de coalición de acción (Chavis, 2001 ; Himmelman, 2001).  

 

Considerando al medioambiente como un proceso de interacción entre el individuo y aquello que lo 

rodea, entre la colectividad y su medio, e integrando los medios de acción sobre este medio depende 

de los capitales que posean unos y otros. De esta manera es posible darse una idea de cuánto la 

justicia medioambiental es una construcción socio-espacial dependiente de su contexto. 

 

Representaciones sociales de lo justo : una construcción definida de desigualdades 

socioambientales 

 

El interés en el sentimiento de justicia (Perrenoud Kellerhals, 1997) es también importante para 

entender lo que significa una desigualdad socioambiental, porque permite entender lo que es 

aceptable para un individuo o un grupo de individuos, y por lo tanto de lo que es concretamente 

realizable. Este sentimiento se encuentra íntimamente ligado a la red de pertenencia de un 

individuo, de un grupo (profesional, ético, etc.) al cual nos identificamos, y que puede resentir una 

falta de reconocimiento, tanto en su esencia misma (minorías) que en las condiciones de su 

existencia (impactos en su lugar de vida). 

Considerar el sentimiento de justicia es tan importante como los impactos positivos de una 

infraestructura que repercute a escalas mucho mas grandes (la región, el país), que los impactos 

negativos (contaminación, riesgos, peligros, tales como la congestión automovilística, el ruido, la 

posible desvalorización de los bienes inmobiliarios, etc. ) que se concentran en el espacio que recibe 

                                                 
8 Para concretizar esta idea, un hogar puede vivir a proximidad de una fuente de agua y elige aceptar un 

cierto riesgo (el de las inundaciones), a cambio de una ventaja en el precio del mercado inmobiliario que 
podría ser oneroso en ese tipo de espacios. Por el contrario en una ciudad como Nuevo Orleans, en donde 
el urbanismo y la gestión de riesgos han contribuido a aumentar la vulnerabilidad de la población mas pobre 
a un peligro muy probable, se puede constatar una situación de desigualdad medioambiental importante. 



 

 

la infraestructura.  Se trata de una « distinción escalar de impactos » (Zwetkoff, 1997 ; Gobert, 

2015). Este fenómeno da la impresión de injusticia, a la vez social, económica et medioambiental, 

el sentimiento de « sacrificio territorial» (Nijkamp, 1992) en nombre de la voluntad general también 

emerge. 

 

En cierto que existen muchos riesgos ligados a este principio por lo que, la relativización de ciertos 

fenómenos medioambientales es necesaria, también ciertos riesgos desconocidos pueden ser mal 

percibidos y no vividos como problemas sociales y sanitarios mayores, y aún menos 

problematizados como desigualdades. Al mismo tiempo, hablar de desigualdad solo adquiere 

sentido que si se hace en comparación con otra situación más favorable, con relación a ciertas 

poblaciones y por consecuencia desequilibrada para otros. 

Por lo tanto, la cuestión de la justicia medioambiental no se resume a una « justa » e igual 

distribución de males y bienes medioambientales. Mas allá de la cuestión de asignación, parece 

pertinente integrar los proyectos a su territorio, es decir considerarlos bajo una lógica de desarrollo  

integral y pensar las medidas de reducción de impactos, de seguimiento o aún más de compensación 

de un proyecto. En cada territorio, los procesos de transacción se hacen cada vez más o menos 

abiertos sobre ese aspecto, según el poder y según los recursos movilizados por los actores 

generadores del impacto y por los poderes públicos. 

Por lo tanto nos parece crucial abordar la cuestión sobre la que pueden aportar respuesta los actores 

del territorio como parcialmente se expone a continuación. 

 

II.  ¿ Cómo entender las desigualdades socioambientales desde la perspectiva del 

urbanista ? 
 

La manera en que se expone una problemática y la manera de socializarla, incita a un cierto tipo de 

respuesta. De ahí la importancia de comprender qué representaciones de la justicia son subyacentes 

a la demostración de esas desigualdades socioambientales y qué es lo que se pretende con ello: la 

igualdad de distribución, la disminución de perjuicios medioambientales sobre ciertas poblaciones 

independientemente de su situación global, entre otras. 

El desafío consiste también en saber cómo integrar al mismo tiempo la escala micro (los 

individuos); la escala meso (los grupos de individuos en los que el grado de estructuración y los 

valores deben de definirse cada vez) y las escalas macro-espaciales (las interpelaciones entre los 

grupos) en la medida en las que ellas pueden influenciar la manera en la que los grupos se apropian 

su territorio y proyectan su evolución. 

 

2.1 ¿Hacia una internalización  diferencial de costos sociales? 

 

La internalización consiste en transferir los costos para que el responsable de la contaminación sea 

también contabilizado (Coase, 1960). Sin embargo, no siempre es posible identificar al responsable 

porque los mecanismos que determinan la existencia de una desigualdad medioambiental son 

complejos y sujetos de debate. Por ejemplo, la exposición importante de los hogares pobres a la 

contaminación (sonora, del aire, etc.) puede interpretarse como una acción deliberada de la 

implantación en esa zona, o como una especulación del mercado inmobiliario. Es  necesario por 

esto recurrir a los estudios econométricos longitudinales para poder evidenciar los procesos socio-

espaciales precedentes a la obra, durante y posteriores a la implantación. 

 

Es necesario actualizar las geografías complejas de responsabilidad (Walker, 2011) para 

comprender los diferentes regímenes de responsabilidad. De manera que más allá de la explotación 

de una infraestructura, servicio o producto, que su producción supone, genera además una elección 

social latente que considera al usuario final del producto o del servicio. Por otra parte, las 

autoridades públicas y particularmente las autoridades, en tanto que desarrolladores urbanos, no 

mantienen una posición neutra en la generación de disparidades territoriales. La lógica del 



 

 

contaminador que paga quisiera endosar en el explotante de la infraestructura o el recurso de 

impactos, la función de compensar los efectos (Ost, 1995). Pero a fuerza de constatar que, la 

responsabilidad social y medioambiental de la empresa o de la autoridad pública que tiene el poder 

de decisión, no asumirá su responsabilidad colectiva y sabrá poner en segundo término los intereses 

ligados al desarrollo urbano. De manera que es necesario encontrar una modalidad para tratar las 

desigualdades socioambientales que buscan minimizar la presión sobre las poblaciones más 

vulnerables a la vez desde el punto de vista distributivo, pero también del procedural. 

 

2.2.  Adquirir u otorgar los medios para participar en la toma de decisión 

 

Una de la primeras modalidades de acción y sin duda la más simple, de luchar contra las 

desigualdades socioambientales, es de la de dar voz a todos aquellos que puedan ser afectados por 

un proyecto de infraestructura urbana o por una medida medioambiental, de manera que puedan 

defender la visión de su territorio y de su medio ambiente. Esto es posible en parte gracias a la 

creación de nuevas modalidades y de nuevos espacios de diálogo, al mismo tiempo que la evolución 

medioambiental es un proceso institucionalizado y por lo tanto muy marcada; pero también a todo 

lo largo del proceso de aplicación para instaurar el seguimiento de la situación. 

 

Por tanto, multiplicar los espacios de diálogo no son siempre la modalidad más operante de 

establecer la participación en la toma de desiciones, porque pretender tener la palabra, defender su 

punto de vista y argumentar no es una cualidad a la que todos tienen acceso. Los medios 

institucionales de concertación previstos particularmente para las evaluaciones medioambientales 

reúnen frecuentemente a aquellos que tienen esas cualidades. Dos estrategias pueden establecerse : 

el « empoderamiento » y la igualdad de recursos y capitales a través de la formación de coaliciones. 

Considerando que luchar contra las desigualdades según la teoría de Sen
9
 (1999) consiste en 

disminuir la vulnerabilidad de las poblaciones de los individuos que no tienen todos la misma 

capacidad de resistencia, una de las primeras modalidades de acción podrá ser la de reforzar la 

capacidad de acción de los individuos o de las comunidades. Luchar contra las desigualdades 

socioambientales mejorando las « capacidades » de los individuos frente a su medio  ambiente 

inmediato puede traducirse por un trabajo de reforzamiento de la capacidad para transformar sus 

dotaciones en funcionamientos realizables
10

. Esta ambición se realiza, en parte, para favorecer su 

capacidad de acción y estimular a las poblaciones a expresarse a través de estrategias de 

« empoderamiento » (« procesos por los que un individuo o un grupo adquiere los medios de 

reforzar su capacidad de acción y de emanciparse » (Bacqué, 2005)). No se trata al mismo tiempo 

de responsabilizar a los individuos o a las comunidades locales para enfrentarse solos a los intereses 

y las estrategias de actores más poderosos, sino de permitirle(s) adquirir los medios de ser actor (es) 

de su medio ambiente. 

 

La capacidad de la « población » para movilizarse (ocupación de los espacios mediáticos, políticos, 

obteniendo por ejemplo el apoyo de algún representante de la política nacional, o de personajes 

conocidos en la esfera pública), para estructurarse (formando coaliciones de acción), para ser 

representados, y una cualidad particularmente útil que es la de negociar. El objetivo es el de adquirir 

una forma de « bargaining power », es decir, la capacidad a utilizar sus recursos para aprovecharla 

                                                 
9 « The capabilities approach also insists on securing a threshold level of capability protection for each per-
son, treated as an end in their own right.” (Holland, 2008, p. 413) 
10 El espacio de funcionamiento es definido por todo aquello que es posible de hacer en la vida, todas las 
maneras de ser y de interactuar de los individuos. Pueden ser muy elementarias (alimentarse bien, prote-
gerse de las interperies…) o más complejas (dignidad frente a si mismo…). Las « capacidades » forman un 
subconjunto de funcionamientos : los funciones realizables por un individuo en particular. No todos los hoga-
res pueden soportar, por ejemplo, costos como una mudanza; y son cautivos en su territorio y sólo pueden 
establecer estrategias de desviación o adaptación en su vida cotidiana.  



 

 

en la interacción (Crozier, Friedberg, 1977). Uno de los objetivos de esta perspectiva es la de 

establecer la negociación, para establecer los fundamentos que permitan crear una coalición de 

acción (Sabatier, Jenkins-Smith, 1993) suficientemente estructurada y coherente para equilibrar las 

relaciones de poder territorial, y obligar a los promotores y desarrolladores urbanos a escuchar y 

explorar alternativas y medidas « reparadoras » propuestas por la coalición. Entre mayor sea la 

capacidad de presión de la coalición, mayor también será su capacidad de contra ataque, de esta 

manera el principio del « divide y vencerás » que podría adoptar el promotor frente al territorio y 

sus habitantes, buscando el apoyo de un grupo o de una asociación y excluyendo a otros. Los líderes 

comunitarios se transforman entonces en empresarios políticos, dispuestos a negociar y se inicia un 

proceso de larga duración en el que la medida, así como la realización de un acuerdo local busca  

ser reducido o compensado. Por lo que el establecimiento y reconocimiento de las desigualdades 

socioambientales llevan mucho tiempo. Es por eso que la justicia procedural genera un intercambio 

y diálogo inclusivo que nos limita a la institución como espacio de diálogo (Emami, 2015). 

 

 

2.3. Reasignación de impactos y compensaciones medioambientales 

 

Esta estructuración de la población, para poder ser escuchada, atendida y reconocida tanto como 

valorizada desde el punto de vista social y medioambiental, sólo tiene sentido si permite enseguida 

elaborar una acción colectiva, sobre actores en el territorio, y también sobre los individuos, para que 

adquieran la reasignación de bienes y perjuicios medioambientales. Puesto que las desigualdades 

medioambientales son causadas por acciones públicas o privadas que buscan intervenir en el 

desarrollo urbano, de decisiones estratégicas de empresas, etc. parece ser que solo una acción 

colectiva y concertada podría permitir remediarla parcialmente. 

 

El primero de los intereses es la evaluación medioambiental que precede frecuentemente los 

grandes proyectos urbanos, para que consideren en lo posible, la dimensión desequilibrada de sus 

impactos. En el contexto estadounidense, es obligatorio por ejemplo, que los proyectos de 

infraestructura o las medidas tengan necesariamente efectos en su territorio de aplicación (que 

corresponden a un territorio ad hoc que desconoce los límites administrativos), en los que no se 

estudia la potencial distribución desequilibrada y en caso contrario, poder tratarla. Es algo que no 

esta previsto en la legislación o reglamentaciones referentes a las evaluaciones medioambientales. 

Estas exigen salir de la lógica de monetarización y de favorizar un principio de tratamiento concreto 

- seguido en especie- de los perjuicios. Estas evaluaciones también pueden definirse como la 

atribución a una población afectada por los efectos negativos de una infraestructura, de un conjunto 

de medidas que buscan restablecer el « equilibrio » entre impactos negativos y efectos positivos : 

bolsa de empleo y acceso privilegiado a fuentes de empleo generados por una infraestructura para 

los « habitantes »; rehabilitación de barrios y colonias y de redes especialmente adquiridas para el 

funcionamiento del equipamiento; el funcionamiento de fondos específicos para las poblaciones 

habitantes desfavorecidas; la reconstrucción de los medios naturales destruidos (Gobert, 2010). 

 

Este tipo de acciones compensatorias, colectivas y raramente individuales, tiene diferentes formas 

en Estados Unidos (Community Benefits Agreement o CBA), y en mucho menor medida en Francia 

e.g. les plans d’accompagnement de projet pour les lignes à haute tension) (Simard, 2003 ; 2007). 

En Gran Bretaña es a través de las llamadas community benefits (Cowell, 2011 ; Kerr et al., 2017). 

Por lo que los representantes del proyecto se ven obligados a afinar sus ofertas y no sólo para 

comprar la paz social sino para integrar mejor sus infraestructuras; no solo interviniendo en un solo 

nivel de su inserción en el paisaje o cuidando algunos elementos naturales, sino respetando la 

estructura social y medioambiental del territorio en general. Por ejemplo, desde inicios del año 2000 

fueron negociadas, les community benefits agreements, predecesoras de los good neighbor 

agreements (acuerdos del buen vecino) se esforzaron por internalizar los costos sociales, 

contribuyendo a un mejor equilibrio en la repartición de efectos positivos y negativos de un 



 

 

equipamiento. En efecto, los CBA se apoyan en algunos principios esenciales : inclusiveness 

(principio procédural : integración de la sociedad civil y negociación) y accountability (principio 

del resultado : supervisión y ejecución). Ilustran el principio de la equivalencia compleja entre 

impactos y compensaciones en la medida en que la monetarización de ciertos impactos y ciertas 

expectativas tendrán como consecuencia de reducir la complejidad de los ecosistemas en 

funcionamientos humanos que no tiene un valor comprobable o verificable (Martinez-Alier, 2014). 

 

Coincidimos con Holifield (2004) en que las formas de lucha contra las desigualdades 

medioambientales son una modalidad de resistencia contra las políticas neoliberales pero que 

ciertas formas de resolución como la responsabilidad de los individuos y más aún de las 

comunidades de justicia medioambiental entran en una lógica neoliberal en la que el poder público 

no posée el mínimo ningún rol como regulador. De manera que éste artículo abre un cierto número 

de interrogantes para investigar y profundizar. 

 

 

III. Las acciones que corresponden a urbanistas, desarrolladores, investigadores y 

especialistas del medio ambiente 
 

Actualmente muchas preguntas de investigación merecen ser abordadas desde el ángulo de las 

desigualdades socioambientales. Citaremos primero la distribución de servicios ecosistémicos en 

los espacios urbanos, al momento en que éstos últimos se encuentran bajo la presión de la inducción 

de la densificación urbana (construir la ciudad sobre la ciudad) que se expande cada vez más 

repensando el espacio público y los espacios semi-privados como medio de respiración evitando a 

los habitantes del espacio urbano con un acceso visual cotidiano de los espacios verdes 

(Wüstemann et al., 2017 ; Gobert, 2016). Esto demanda concretamente de planificar mejor la 

manera en que serán redistribuidos los servicios ecosistémicos frente a las operaciones de desarrollo  

urbano que comprenden compensaciones ecológicas para las que la relación espacial es indisociable 

(Woodruff et al., 2016). 

 

El otro aspecto particularmente importante a investigar con la emergencia de las reflexiones sobre la 

economía circular y de trabajos más profundos sobre los flujos de energía y del metabolismo de los 

territorios, en la relación  que existe en el campo y la ciudad. De hecho, las ciudades son espacios 

especialmente consumidores de materias primas y producen deshechos que se transforman o 

almacenan en las periferias o más lejos aún. Es necesario repensar la manera de vivir la ciudad, 

construirla o demolerla, las incidencias sobre la manera en que se gestionan los deshechos y sus 

impactos (Pruitt et al, 2016 ; Kelly-Reif et al., 2016). 

 

Un debate igualmente de actualidad consiste en cuestionarse sobre la distribución de los impactos e 

ingresos a lo largo de las cadenas de valor de los nuevos nichos industriales y de los nuevos modos 

de producción y consumo. Por ejemplo la bioeconomía y la valorización de las plantas en diferentes 

productos a fin de substituir los recursos fósiles no renovables: Detrás de la aparente concretización 

de los intereses del desarrollo sustentable, muchas problemáticas quedan en suspenso frente a la 

afectación y el uso del suelo (agrícola, bosques, etc) en los espacios/sistemas de consumo, de 

transformación de la materia y de producción, en los que la redistribución de ingresos y de sus 

impactos positivos. En ese sentido, recaemos finalmente a las preguntas iniciales que interrogan a 

los investigadores sobre la sustentabilidad de los pobres y de la justicia medioambiental. 

 

Una de las principales ambigüedades en el tema de las desigualdades socio ambientales es la 

relación hombre-naturaleza que frecuentemente aparece como la relación del hombre frente a un 

medio ambiente objetivado, apropiado por el hombre y reducido a sus componentes, que en efecto 

pueden estar contaminados e inducir a riesgos, pero que la técnica sabrá solucionar y recomponer. 

Los no humanos son excluidos de la comprensión y de la resolución de desigualdades 



 

 

socioambientales (Latour, 1994) excepto cuando los investigadores se interesan fundamentalmente 

mas allá de las relaciones de distribución y efectos irreversibles en los ecosistemas y en la 

biodiversidad. La reconciliación se establece generalmente bajo tres configuraciones: cuando son 

cuestionados no sólo como los impactos de los proyectos sino más globalmente los efectos en la 

naturaleza y sus efectos en las poblaciones (cuestionando la necesidad de las infraestructuras); 

cuando la explotación de recursos se realiza en detrimento de su preservación y por consecuencia en 

los modos de vida (principalmente de las poblaciones indígenas) (Gobert, 2010 ; Bone y Anderson, 

2017); cuando la cuestión de cambio climático introduce necesariamente la cuestión de acciones y 

retroacciones entre el hombre y la naturaleza, obligándolo a interesarse en los conocimientos 

ancestrales de poblaciones indígenas. Pero en el medio urbano, esta reconciliación a través de la 

lucha contra las desigualdades socioambientales es poco considerada por los investigadores y poco 

aprendida por los activistas. El enfoque de las desigualdades socioambientales es heredada de una 

parte de la literatura en ecología política y urbana en la cual Swyndedouw (2014) describe las 

aporías. 

 

3.1. Desigualdades socioambientales frente a la diversidad étnica y metropolitana 

 

America Latina es una de las regiones más desiguales del mundo (SIP, 2010) y al mismo tiempo 

con mayor diversidad de ecosistemas, tiene grandes extensiones de tierras aptas para la producción 

agropecuaria, es pródiga en minerales e hidrocarburos. Paradójicamente, la discrepancia entre la 

abundancia de los recursos naturales y la persistencia de las desigualdades sociales es una 

característica estructural.  

 

Históricamente América Latina fue integrada a la economía global a través de la extracción  de sus 

materias primas (oro, plata, cobre, petróleo) y por su exportación (café, azúcar, tabaco, etc.), 

estableciendo relaciones sociales de poder, dominación y desigualdad, determinando así un vínculo 

entre naturaleza y conflictos sociambientales de tipo ancestral. Sin embargo, la discusión sobre las 

necesidades de implementar compensaciones ambientales y de las desigualdades socioambientales 

son relativamente recientes (Göbel, 2014).  

 

El respeto a las estructuras sociales locales y medioambientales del territorio han sido sujeto de 

conflicto, complexificandose por la incorporación de otras categorías sociales como la etnicidad y 

género (de acuerdo con el Gobal Gender Gap 2014, México ocupa el lugar número 80 de los 142 

países en esa materia; en 2010, 6.8 millones de mexicanos indígenas) que van más allá de las 

desigualdades de ingresos (México
11

 es un claro ejemplo), de por sí abismal. La fragmentación 

preexistente se amplifica cuando los efectos negativos de los cambios ambientales influyen sobre 

estructuras de desigualdad, exponiéndolas a una mayor vulnerabilidad a los impactos. Es bajo ese 

contexto que se utiliza el concepto de desigualdades socioeconómicas en lugar de desigualdades 

socioambientales por considerar que se encuentra intrínseco a las estructuras sociales, derivando a 

la expresión de « desigualdades sociecológicas » para disociarlo del concepto de justicia ambiental 

(Scholz Imme, 2014).  

 

Las ficciones jurídicas y las prácticas institucionales incongruentes en las que por una parte se 

reconocen los derechos humanos de las comunidades indígenas (Convenio OIT 169) y de 

                                                 
11 La Standardized World Income Inequality Database refiere que México está dentro del 25% de los países 
con mayores niveles de desigualdad en el mundo. Autores como Campos, Esquivel y Chavey (2014, 2015) 
han obtenido estimaciones de lo que sucede en Mexico, « desconocido »: al 1% mas rico le corresponde un 
21% de los ingresos totales de la nación. El Global Wealth Report 2014 por su parte senala que el 10% mas 
rico de Mexico concentra el 64.4% de toda la riqueza del país. Otro reporte el Wealth Insight afirma que la 
riqueza de los millonarios mexicanos excede y por mucho a las fortunas de otros en el resto del mundo. La 
cantidad de millonarios en México creció en 32% entre 2007 y 2012. En el resto del mundo y en ese mismo 
periodo, disminuyó un 0.3%.  



 

 

conservación ambiental y por otra, las normas internas se diseñan para proteger derechos de 

propiedad privada y de inversión de empresas transnacionales parece recurrente en América Latina. 

Dominan los discursos de crecimiento y desarrollo nacional justificando e implementando las 

ventajas y exenciones tributarias otorgadas a las empresas transnacionales para consolidar proyectos 

mineros o adquisiciones de tierras a gran escala. Los casos se multiplican en los pueblos guaranis y 

amazonía en Brasil, pero también en las minas de Colombia, Ecuador o México, o en los proyectos 

de represas hidroeléctricas en Chile, Honduras y Panamá que amenazan la subsistencia de las 

comunidades locales. 

 

En muchos casos las leyes sobre consulta previa establecen procedimientos débiles, que en la 

práctica solo legitiman decisiones previamente acordadas, o se reduce a otorgar el derecho a 

presentar objeciones, mientras que en teoría se trata del derecho de las comunidades locales al 

consentimiento previo e informado de los pueblos afectados por la construcción de alguna 

infraestructura o afectación urbana (León Gómez, 2010 ). Lo que frecuentemente se observa es que 

las empresas multinacionales y los inversionistas extranjeros tiene ventajas estratégicas temporales 

(investor-friendly), frente a comunidades afectadas que generalmente cuentan con capacidades 

limitadas para reunir los recursos requeridos para un arbitraje internacional. Ellas solo tienen a su 

alcance mecanismos legales internos con frecuencia lentos, ineficientes y a veces corruptos.  

 

3.2. Desigualdad socioambiental en México : Desafíos de participación y de acción 

 

En México se han hecho esfuerzos por internalizar las externalidades ambientales por medio de 

apoyo en los instrumentos basados en el mercado. Desde 1996, deben aplicarse cobros por descarga 

de aguas residuales en cuerpos hídricos (cobros por contaminación). Estos cobros no se habían 

puesto en vigor para las empresas de servicios públicos del agua y se condonó una deuda acumula-

da correspondiente a USD 7,7 mil millones (OCDE, 2004 p.170). 

En 1999, PEMEX lanzó un programa de comercio de emisiones de CO2 en todas la empresas para 

bajar los costos de reducción de las emisiones, fue el primer esquema « Permisos de emisiones 

Transferibles » en América Latina, se progreso en la meta (reduciéndose las emisiones 3.6 % en los 

tres primeros años) pero no se tiene claridad con respecto a la medida en que las reducciones pue-

dan atribuirse al programa de emisiones. El principio del que « contamina paga » existe, pero el uso 

de instrumentos económicos en el manejo de residuos aún es limitado.  

En 2002 se introdujeron cobros por observar ballenas en las reservar marítimas federales de Baja 

California, el uso de « cuotas de ecoturismo » se esta extendiendo a todas las reservas marítimas por 

actividades como buceo. El objetivo es pagar por los servicios de conservación de la naturaleza e 

incrementar los fondos para la administración y el desarrollo de la infraestructura turística. Dentro 

del Fondo Nacional Forestal, se ha introducido un mecanismo para introducir pagos por servicios 

ambientales a las poblaciones que viven en bosques (comunidades indígenas básicamente) como 

una recompensa financiera a las iniciativas que contribuyan a la conservación de la diversidad bio-

lógica (OCDE, 2004). Es decir la geografía compleja de la responsabilidad no es clara y la distribu-

ción de los impactos e ingresos a lo largo de las cadenas de valor incipiente. 

 

En efecto, los compromisos ambientales de México a escala internacional son ambiciosos bajo la 

conversión del cambio climático y el Protocolo de Montreal, México ratificó el protocolo de Kyoto 

en 2000. Sin embargo las emisiones de CO2 se han desvinculado del crecimiento del PIB. México 

también tiene responsabilidades importantes relacionadas con su riqueza en biodiversidad, pero los 

recursos para proteger el ambiente y conservar sus recursos naturales aún son limitados. La 

contaminación del aire ha empeorado, los planes vigentes sobre acceso al agua potable y alcantari-

llado básico no son consistentes, la protección del medio ambiente marino y los ecosistemas coste-

ros debe atenderse y coordinarse. En general es insuficiente el gasto federal en la protección del 

medio ambiente, existe una limitada aplicación del principio del que « contamina paga » así como 

una limitada recaudación de los ingresos por parte de Estados y municipios (OCDE, 2004 p.40) 



 

 

 

Las desigualdades geográficas están vinculadas a las desigualdades socioambientales y parecen 

amplificadas. El desempeño económico y el ingreso per capita son a menudo más altos en los 

estados del norte y del centro que en los estados del sur y sureste, los cuales sin embargo, son más 

ricos en términos de recursos hídricos, cubierta forestal, biodiversidad y sitios arqueológicos. 

 

La integración al mismo tiempo de la escala micro; la escala meso y las escalas macro-espaciales es 

un desafío que no puede reducirse a la contradicción aparentemente manifiesta en un territorio 

donde casi la mitad de la población vive en el centro del país y cerca de dos tercios de ella vive en 

zonas urbanas: Zona Metropolitana del Valle de México (ZMVM), Guadalajara y Monterrey. La 

ZMVM concentra 28 % de la producción industrial nacional pero también genera una presión 

intensiva sobre el medio ambiente (genera anualmente 5 millones de toneladas de contaminantes 

atmosféricos y 4 millones de toneladas de desechos, más de 3 millones de vehículos automotores) 

lo que nos remite a la « distinción escalar de impactos » (Zwetkoff, 1997 ; Gobert, 2015) 

anteriormente definida.  

 

 

3.3 Concertación y arraigo : perspectivas para la reconstrucción actual 

 

Durante el proceso de evaluación para la publicación de este artículo, una serie de fenómenos 

naturales acontecieron en el territorio mexicano. El huracán Katia y dos sismos de alta intensidad 

con efectos en cadena sucedieron en un periodo de menos de tres semanas en septiembre 2017. La 

vulnerabilidad de la población en los Estados de Veracruz, Tabasco, Chiapas, Oaxaca, Morelos y 

Puebla se amplificaron en desastres en la Ciudad de México. Escuelas, edificios públicos y privados 

fueron destruidos y dañados, así como grandes edificios habitacionales, hospitales, departamentos y 

centros comerciales. Los daños tienen fundamentalmente efectos en la población de bajos ingresos, 

que ocupan viviendas con altos índices de hacinamiento. 

 

Las acciones urbanas aplicadas posteriores a los sismos de 1985 por el gobierno federal junto con el 

de la Ciudad formuló y aprobó el Programa de Renovación Habitacional Popular (RHP) para la 

reconstrucción de vecindades en el Distrito Federal. Para dicho efecto se creó un organismo público 

descentralizado, que logró establecer en mayo de 1986 un Convenio de Concertación Democrática 

para la Reconstrucción (Fonhapo), en el que concertación social y participación comunitaria 

sentaron las bases para desarrollar la estrategia con la que fue posible construir y rehabilitar más de 

48 mil viviendas en poco tiempo (Aguilera Gomez, 1990 p. 285). Más allá de los resultados 

mitigados de la acción y de los esfuerzos por alcanzar la justicia social distributiva, se reconoce que 

el periodo post desastre permitió analizar los procesos de expulsión de población y de sustitución de 

uso habitacional que caracteriza las últimas décadas la dinámica de los principales territorios 

metropolitanos. 

 

Actualmente, parece existir un consenso, tal vez no totalmente libre de cierto oportunismo pre 

electoral sobre algunas cuestiones que la democratización de la gestión urbana plantea a la gestión 

pública y privada en los procesos de producción de espacio habitable en situaciones como esta. En 

efecto, la etapa de reconstrucción fue anunciada mediante dos sistemas diferidos en la ciudad de 

México y en los estados. La entrega de recursos vía monederos electrónicos para la reconstrucción 

de viviendas fue anunciada por el presidente de la República en los estados del sur y el gobernador 

de la Ciudad de México, vía la asignación de créditos (entre otras acciones como aumentar a 35% la 

construcción en edificaciones ilegales bajo la ya discutible  forma de « transmisión de derechos 

adquiridos » ). Los desafíos consisten en incorporar de manera real la organización social y de 

autogestion para diseñar nuevas alternativas de planeación y gestión en la producción de espacio 

habitable, no solamente enfocado a la vivienda sino considerando el habitat equilibrado e 

identificando de manera consciente y contextualizada las desigualdades socioambientales. 



 

 

 

 

Conclusión 
 

Las desigualdades socioambientales no se reducen a una simple cuestión de distribución 

desequilibrada de bienes y perjuicios medioambientales en el espacio. Obedecen a un cúmulo de 

vulnerabilidades sociales y medioambientales, adquiriendo sentido sólo una vez que son 

caracterizadas en un contexto particular. Las percepciones y las representaciones al mismo tiempo 

medioambiental y de la justicia para las poblaciones afectadas son fundamentales para determinar; 

aún cuando esta exploración no debe conducir a la relativización de problemas sanitarios, éticos y 

sociales; en función del grado de consciencia y del conocimiento que las poblaciones tienen sobre 

ellas. Aún cuando el interés procedural es importante (lograr que individuos y colectividades 

participen) en la toma de decisiones y en el futuro de su territorio, y por este hecho el aumento de 

competencias y de capacidades de estos últimos, no todo debe depender del territorio y su 

población. La regulación desde otro nivel (sin duda a nivel nacional que ofrezca un marco jurídico 

segurizado, dejando al mismo tiempo un margen considerable para la adaptación a las 

características locales) es necesario para evitar que las desigualdades prosperen a escalas mayores 

porque la capacidad de acción, que pueden generar las poblaciones, su grado de conocimiento de las 

situaciones medioambientales desfavorables, son muy diferentes de un territorio a otro. 

Fundamentalmente la problemática de las desigualdades socioambientales exige la necesidad de 

protección medioambiental por una parte y por la otra, la necesidad de concebirla de una manera 

multiescalar y en relación a los intereses humanos. Se trata de contar con la legislación, 

reglamentaciones, incitaciones económicas y acuerdos colectivos aplicados a escalas 

suficientemente importantes para evitar disparidades entre regiones y territorios. Al mismo tiempo, 

la cuestión particular de las desigualdades socioambientales exige estimular la creatividad local 

para establecer acuerdos socio-medioambientales locales, capaces de satisfacer a la mayor parte de 

las personas afectadas y de implicarlas en el desarrollo de su territorio. 

El problema de la objetivación y del tratamiento de desigualdades socioambientales absorbe la 

cuestión de la ciudadania medioambiental (Dobson, 2003), porque integra al mismo tiempo los 

desafíos de la renovación en las relaciones entre lo humano y la naturaleza, así como los conflictos 

de la participación en la toma de desiciones, en la definición del derecho medioambiental (derecho 

a contar con un medio ambiente sano para todos, etc) y sobre la reflexión de la reasignación 

equilibrada de bienes y perjuicios medioambientales. 

 

Nuestro próximo objetivo de investigación es profundizar sobre la manera en la que la reflexión 

dominante sobre las desigualdades socioambientales y los modos de resolución que pueden lograrse  

a través de los community benefits o las compensaciones socioambientales que participan de la « 

naturalized neoliberal political economic order” como lo destaca Swyngedouw (2014). Además nos 

parece pertinente analizar y encontrar la manera de hacer converger una cierta tradición en ecología 

política marxista frente un medio ambientalismo tecnicista, que en la investigación actual de las 

prácticas urbanas pueden obstruirse. 
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